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RESUMEN:

Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de la expedición y promulgación de la Ley para la Transparencia, Prevención y Combate de Prácticas Indebidas en Materia de Contratación de Publicidad, al considerarla en su integridad violatoria de los derechos a la libertad de trabajo y a la remuneración justa, en relación con los principios de igualdad y de identidad personal.

El Juzgado de Distrito que conoció el asunto concedió el amparo para que se inaplicara al quejoso la Ley reclamada. En contra de esa decisión, tanto la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, como la Secretaría de Economía del Gobierno Federal, ésta última en representación del Presidente de la República, interpusieron recursos de revisión. 

En su resolución, la Primera Sala coincidió con el Juzgado de Distrito, tras concluir que la Ley impugnada, en efecto, era violatoria de derechos humanos y, en específico, transgredía el principio de la autonomía de la voluntad. Por ello, decidió que dicho ordenamiento permaneciera inaplicable para el particular que promovió el juicio de amparo indirecto.














ANTECEDENTES:

Una persona promovió juicio de amparo indirecto para controvertir la constitucionalidad de la Ley para la Transparencia, Prevención y Combate de Prácticas Indebidas en Materia de Contratación de Publicidad, en su integridad, al considerarla violatoria de los derechos a la libertad de trabajo y a una remuneración justa, en relación con los principios de igualdad y de identidad personal. En su demanda, la quejosa argumentó que los artículos de la Ley establecían un trato discriminatorio para las personas físicas y morales dedicadas a la publicidad, en relación con las demás actividades económicas. 

En particular, sobre el artículo 4 de la norma reclamada, el solicitante de amparo sostuvo que ese precepto era inconstitucional, ya que no existía una razón legal que justificara la exclusión de las agencias publicitarias en la contratación de espacios publicitarios, por lo que, a falta de dicha justificación, el precepto referido vulneraba el principio de seguridad jurídica. Asimismo, reclamó que el artículo 5 de ésta, estableciera la obligación de celebrar un contrato de mandato para que las agencias pudieran recibir una contraprestación. De igual manera, argumentó que los preceptos 10 y 11 no otorgaban certeza jurídica respecto a la cuantificación de las multas ahí previstas, así como que el artículo 8 no se ajustaba a la doctrina en materia de protección de datos personales y al derecho a la protección de la identidad personal, pues preveía que los contratantes debían entregar la información financiera y comercial al anunciante para poder ejercer esa actividad comercial.

Después de evaluar los argumentos, el Juzgado de Distrito concedió el amparo al estimar que la norma impugnada violaba los derechos fundamentales de libertad de comercio y de justo pago. Lo anterior, tras deliberar que los artículos reclamados excluían la posibilidad de que existiera un tercero intermediario que obtenga algún proyecto, cuya función esencial consiste en facilitar la convergencia entre la oferta y la demanda en materia de contratación de espacios publicitarios, con la consecuente obtención de una comisión o beneficio económico; actividad que es justamente en la que se desenvuelve el quejoso.

Inconformes, las autoridades que expidieron y promulgaron dicha ley pidieron la revisión de la sentencia. En consecuencia, el Tribunal Colegiado que conoció del asunto lo remitió a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que resolviera sobre la materia de constitucionalidad planteada en el juicio.





DECISIÓN DE LA SALA:

La Primera Sala compartió la afirmación hecha por el Juzgado de Distrito de que las contrataciones con agentes publicitarios —sean anunciantes, vendedores de espacios publicitarios, medios de comunicación o cualquiera de sus modalidades— son relaciones que se encuentran amparadas por el principio de la autonomía de la voluntad. Por ello, determinó que el cuerpo normativo reclamado era inconstitucional al establecer, por un lado, que las personas y agencias dedicadas a la publicidad no pueden contratar espacios publicitarios ni realizar actividades para el desarrollo de su oficio sin un contrato de mandato por parte de sus clientes y, por el otro, que debían enviar a sus clientes las facturas que derivaran de dichas contrataciones. 

De este modo, la Sala estableció que la Ley impugnada contravenía el régimen constitucional vigente, pues las relaciones comerciales deben ser transacciones libres en las que las partes contratantes ejerzan su voluntad con autenticidad, sin que sobre esos acuerdos puedan imponerse conductas de cualquier naturaleza, ni mucho menos existir intervenciones por terceras personas, incluido el Estado.

Por ello, la Primera Sala coincidió con el Juzgado en el sentido de que las libertades contractuales requieren del otorgamiento a las personas de un amplio margen de actuación, con el fin de garantizar su autonomía como bien genérico. En ese sentido, el Alto Tribunal compartió cada una de las conclusiones a las que llegó el Juzgado de Distrito, quien resolvió que la norma reclamada era violatoria del estándar de protección de los derechos fundamentales alegados, precisando que se restringía injustificadamente el derecho a la libertad de trabajo y a una remuneración justa, violando gravemente la autonomía de la voluntad.

De esa manera, se consideró correcto el análisis constitucional hecho por el Juez de Distrito, así como su determinación de conceder el amparo al quejoso. Por ello, la Sala concluyó que resultaban infundados e inoperantes los agravios presentados por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y el Presidente de la República. 

Finalmente, la Primera Sala confirmó la sentencia recurrida, concediendo el amparo y protección de la Justicia Federal al quejoso en contra de la expedición y promulgación de la Ley para la Transparencia, Prevención y Combate de Prácticas Indebidas en Materia de Contratación de Publicidad, para los efectos precisados en la primera instancia.


VOTACIÓN:

El asunto fue resuelto en sesión de Primera Sala del 11 de enero de 2023, por mayoría de tres votos de los Señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, en contra del emitido por la Señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quién anunció la formulación de voto concurrente. Ausente el Señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.



	DOCUMENTO CON FINES DE DIFUSIÓN. LAS ÚNICAS FUENTES OFICIALES SON LAS SENTENCIAS EMITIDAS POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, ASÍ COMO EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y SU GACETA.
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